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En la actualidad el derecho y los avances tecnológicos deben armonizarse con el 
fin de brindar una respuesta positiva a las imperiosas necesidades del ejercicio 
jurisdiccional; por consiguiente, mediante el presente trabajo de grado se ha 
buscado estudiar el alcance probatorio del documento electrónico como medio y 
objeto de prueba en el derecho procesal civil colombiano debido a los retos frente a 
los cuales se encuentran los medios probatorios en el derecho procesal, en donde 
los medios electrónicos se han tornado como un argumento jurídico necesario para 
ser válido como un medio y un objeto de prueba.  
PALABRAS CLAVE: Debido Proceso, Documento Electrónico, Medio Probatorio, 
Objeto Probatorio, Prueba y Tecnología.  
ABSTRACT 
Law and technological advances must be harmonized in order to provide a positive 
response to the imperative needs of the judicial exercise; therefore, through the 
present work of degree has sought to study the probative scope of the electronic 
document as a means and object of evidence in the Colombian civil procedural law 
due to the challenges faced by the means of evidence in the Colombian civil 
procedural law, where the electronic document has become a legal argument 
necessary to be valid as a means and object of proof. 
KEY WORDS: Due Process, Electronic Document, Probative Means, Probative 
Object, Proof and Technology. 
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La sociedad actual se está viendo inmersa en el avance de las tecnologías de la 
Información y las nuevas comunicaciones como un medio conductor en las 
relaciones de las personas por medio de la utilización de medios tecnológicos 
virtuales y menos presenciales.  
Lo anterior, en el ámbito del derecho procesal ha generado una sublevación en los 
medios de prueba tradicionales debido a que en la actualidad los “hechos” no se 
registran en medios físicos lo que ha generado cierto tipo de incertidumbre en la 
validez probatoria que le ha sido otorgada por ciertos funcionarios judiciales.  
Ahora bien, en el derecho procesal es claro que las decisiones de los jueces por 
principio tienen su fundamento en las pruebas que se allegan debidamente al 
proceso, arista esta de la que no escapa el procedimiento; esto arraigado al 
aforismo “dame la prueba y te daré el derecho”.  
Es por ello, que los actuales funcionarios judiciales han de adaptarse a los nuevos 
medios de prueba que seguramente llegarán a sus despachos y frente a los cuales 
deberán decidir, por lo que es de suma importancia apartarse de los conceptos 
tradicionales de la “prueba” e ingresar al escenario jurídico con una visión 
tecnológica en garantía de los derechos fundamentales de las partes en el proceso. 
1.1. Formulación del Problema 
¿Cuál es el alcance probatorio del documento electrónico como medio y objeto de 




Debido a la importancia en la implementación de las tecnologías de la información 
y la comunicación; en adelante “Tics”  en la actividad probatoria del país se hace 
necesario el desarrollo del presente trabajo de grado, en donde se realizará un 
acercamiento académico al documento electrónico como medio de prueba en el 
derecho procesal civil en la búsqueda de un precedente académico para el ejercicio 
de la actividad jurisdiccional de cara a las nuevas tecnologías de la información.  
1.3. Hipótesis 
El alcance probatorio del documento electrónico como medio y objeto de prueba en 
el derecho procesal civil colombiano ha de estudiarse teniendo en cuenta la 
correspondencia entre la actividad académica y jurisdiccional debido a que en la 
actualidad es posible identificar operadores jurídicos que desconfían o no le otorgan 
plena validez jurídica a los documentos electrónicos que pretenden incorporarse 
como una prueba al interior de un proceso jurídico, por consiguiente, se ha 
planteado como respuesta preliminar al problema de investigación la ausencia del 
reconocimiento del documento electrónico como un medio y objeto de prueba en el 
derecho procesal colombiano. 
1.4. Objetivos 
1.4.1. Objetivo general 
Determinar el alcance probatorio del documento electrónico como medio y objeto 
de prueba en el derecho procesal civil colombiano. 
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1.4.2. Objetivos específicos 
I. Identificar los medios probatorios existentes en el derecho procesal civil 
colombiano.  
II. Analizar el concepto, objeto y características del documento electrónico en el 
contexto de las tecnologías de la comunicación.  
III. Contextualizar la validez del documento electrónico como medio y objeto 
probatorio en el ordenamiento jurídico colombiano. 
1.5. Marco conceptual 
La doctrina ha brindado un sinnúmero de conceptos acerca de la definición de 
documentos, destacándose entre ellos los que se pasan a referenciar.  
Francesco Carnelutti manifiesta que: “El documento no sólo es una cosa, sino 
una cosa representativa, o sea capaz de representar un hecho”.  
Por su parte, Lino Enrique Palacio  expresa: “Denominase documento en sentido 
lato, a todo objeto susceptible de representar una manifestación del 
pensamiento, con prescindencia de la forma en que esa representación se 
exterioriza”. 
De otra forma, Jairo Parra Quijano  indica que: “documento es toda cosa capaz 




1.6.1. Enfoque metodológico 
Corresponde a una investigación jurídica en donde se analizarán e interpretarán los 
medios probatorios en el derecho procesal civil y su contextualización con los 
avances en la ciencia, tecnología e innovación teniendo en cuenta los parámetros 
que hasta el momento se han establecido en el ordenamiento jurídico colombiano,  
mediante el cual se emplea la teoría como un marco de referencia y un elemento 
que contribuye a justificar la necesidad de analizar o estudiar el problema planteado, 
orientado todo ello hacia la exploración y el entendimiento en concreto. 
1.6.2. Tipo de investigación 
Se realizará un análisis cualitativo respecto al concepto, objeto y características que 
debe contener el documento electrónico para que sea valorado como un medio y un 
objeto probatorio en el derecho procesal civil colombiano.  
1.6.3. Proceso metodológico 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS PROCESO METODOLÓGICO 
I. Identificar los medios probatorios 
existentes en el derecho procesal 
civil colombiano.  
 
 
A. Recopilar y examinar literatura, en 
lo atinente a los medios probatorios 
que han sido reconocidos en el 
derecho procesal colombiano.  
B. Analizar la normatividad existente 
en el ordenamiento jurídico en relación 
con los requisitos de  admisibilidad de 
14 
 
los medios probatorios en el derecho 
procesal civil colombiano.  
II. Analizar el concepto, objeto y 
características del documento 
electrónico en el contexto de las 
tecnologías de la comunicación.  
A. Estudiar el concepto, el objeto y las 
características del documento 
electrónico.   
B. Identificar el contexto de las nuevas 
tecnologías en el derecho procesal 
civil.  
III. Determinar la validez del 
documento electrónico como 
medio y objeto probatorio en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 
A. Analizar el alcance jurídico que le 
ha sido otorgado al documento 
electrónico en el derecho procesal civil 
colombiano.  
 
1.8.4. Fuentes de información 
Corresponde a fuentes de tipo secundarias concernientes al uso de información 
proveniente de interpretaciones ya elaboradas por  teóricos o a las normas mismas: 
tesis, monografías que de una u otra manera han presentado distintos análisis, 
estudios y conceptualizaciones en lo atinente a los documentos electrónicos y al 





CAPÍTULO I. MEDIOS PROBATORIOS EN EL DERECHO 
PROCESAL CIVIL COLOMBIANO. 
El Derecho Probatorio es parte esencial del Derecho Procesal, el cual se aplica en 
todas las áreas del derecho donde se encuentre en curso un litigio; por lo que es 
pertinente destacar su innegable importancia. 
Por consiguiente, para proferir una decisión judicial deben haberse decretado, 
practicado y probado con anterioridad los lineamientos fácticos pertinentes de 
acuerdo a cada tipo de proceso; por lo que es de suma importancia citar al 
doctrinante Parra Quijano (1995) quien aduce que “la prueba tiene una función 
social, una función humana y una función jurídica” (p 3). 
Noción de la plena prueba. 
Los litigios se fundamentan en disconformidades fácticas y jurídicas, teniendo en 
cuenta la perspectiva procesal que pretenden demostrar cada una de las partes 
enfocado en unos lineamientos procesales mediante los cuales se determina el tipo 
de proceso que se debe adelantar para cada uno de ellos. 
Así, en primer lugar es indispensable realizar la ubicación conceptual del derecho 
probatorio; por lo que se identifica el aporte de la doctrinante Giacomette Ferrer 
(2015) quien lo ha contextualizado de la siguiente manera: 
“El derecho probatorio es la disciplina que se preocupa por el fenómeno de 
la reconstrucción que hacen las partes de unos hechos socialmente 
relevantes acaecidos en el pasado (procesal o extraprocesal), a partir de 
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unos medios probatorios idóneos tasados en la ley, para lograr el 
convencimiento del juez”. (Giacomette, 2015, p 62) 
No obstante, al interior de un proceso judicial existen afirmaciones o negaciones del 
pasado que ameritan ser probadas como apoyo de las pretensiones o excepciones 
formuladas, las cuales han de ser corroborados a partir de las denominadas 
“pruebas”, por lo que para Carnelutti (1982): “el conocimiento no es la prueba, pero 
da la prueba de la afirmación” y para Giacomette (2015): “La prueba, por tanto, 
puede definirse inicialmente como la demostración de las afirmaciones presentes 
que se refieren a hechos del pasado”. 
 Así, la “prueba” ha sido analizada desde dos perspectivas a razón de su naturaleza: 
“La prueba tiene, por tanto, una naturaleza dual: por un lado, está la prueba 
como herramienta utilizada para producir el conocimiento sobre unos hechos 
y, por otro, está la prueba como resultado del proceso de reconstrucción de 
unos hechos sociales acaecidos en el pasado”. (Giacomette, 2015, p 64) 
Por consiguiente, al analizar los fundamentos jurídicos de orden nacional mediante 
los cuales se establezcan los principales lineamientos normativos de la “prueba” se 
identifica el artículo 29 de la Constitución Política de 1991 en donde se protege 
desde el ámbito de aplicación del derecho fundamental al debido proceso: 
“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. 
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Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 
le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio. 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación 
y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 
presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 
impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso”. (Subrayado fuera de texto) (Constitución Política, 1991, art 29) 
De igual manera, mediante la Ley 1564 de 2012 más conocida como el “Código 
General del Proceso” ha establecido en la sección tercera del “Régimen Probatorio” 
la denominada “necesidad de la prueba”: 
“Artículo 164. Necesidad de la prueba. Toda decisión judicial debe fundarse 
en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. Las pruebas 
obtenidas con violación del debido proceso son nulas de pleno derecho”. (Ley 
1564, 2012, art 164) 
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En este sentido, se ha de precisar que la prueba siempre debe utilizarse al momento 
de lograr la demostración o la negación de determinado “hecho”, más no debe 
utilizarse para determinar las normas jurídicas a aplicar en el tipo de proceso judicial 
al cual se debe someter el litigio. 
Objeto y finalidad de la prueba. 
De acuerdo al anterior planteamiento, es de suma importancia precisar que el objeto 
de la prueba son los “hechos” dentro de los cuales se encuentran las acciones u 
omisiones, al igual que los llamados “sucesos naturales” de acuerdo a lo estipulado 
por el doctrinante Parra Quijano (1995): “Son objeto de la prueba judicial las 
realidades susceptibles de ser probadas, sin relación con ningún proceso en 
particular, se trata de una noción objetiva y abstracta”. (p 85), la cual encuentra su 
fundamento jurídico en el artículo 167 del Código General del Proceso al estipular 
el deber de probar “el supuesto del hecho”. 
De igual manera, la “finalidad de la prueba” se basa en orientar al funcionario judicial 
(juez) a tener certeza de los hechos en las cuales se fundamentan las solicitudes 
de las partes (Pretensiones – excepciones), en donde es dable afirmar que no 
siempre corresponden a la verdad. 
En este sentido, a continuación por medio de la siguiente gráfica se sintetiza la 
principal diferencia entre el objeto y la finalidad de la prueba en el ordenamiento 




Gráfica Nº 01: Objeto y finalidad de la prueba. 
 
Fuente: Los autores  
La cual ha sido ratificado por los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional al aducir que “las pruebas judiciales son los medios señalados por el 
legislador para crearen el juzgador la certeza o el convencimiento sobre la verdad 
de los hechos que son materia de los procesos respectivos, con el fin de que el 
mismo aplique el ordenamiento positivo a los casos concretos" (Corte 
Constitucional, Sentencia C 830 de 2002) por lo que por medio de las pruebas se 
permite al funcionario judicial hacer la realización de una “fijación formal de los 
hechos”. 
Conducencia, pertinencia y utilidad de la prueba. 
La conducencia de la prueba se fundamenta en la identificación del “medio 
probatorio” idóneo al momento de probar determinado hecho en donde se 
fundamenta la “eficacia” de la prueba so pena del “rechazo de plano” derivado de 
una errónea aplicación del medio probatorio de acuerdo al artículo 168 del Código 
General del Proceso: 
OBJETO: "Los 
supuesto de hecho" FINALIDAD: Orientar 
al funcionario judicial 




“Artículo 168. Rechazo de plano. El juez rechazará, mediante providencia 
motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las 
inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles”. (Subrayado fuera 
de texto) (Ley 1564, 2012, art 168) 
Lo anterior, teniendo en cuenta que para probar determinados hechos se han de 
utilizar los medios probatorios preestablecidos legalmente, tal es el caso de la 
filiación o el estado civil de las personas en donde solo es pertinente probarse por 
medio del registro civil y no es conducente pretender probarse por otro medio 
probatorio disímil. 
No obstante, es importante destacar que el elemento probatorio en todos los casos 
debe encontrarse relacionado con el área fáctica objeto del litigio, de lo que se 
deriva la pertinencia de la prueba con el fin de evitar la práctica de pruebas 
innecesarias que podrían dilatar injustificadamente el curso normal del proceso.  
En este contexto, no es posible afirmar que una prueba por el hecho de ser 
conducente y pertinente sea necesariamente útil, teniendo en cuenta que la prueba 
puede ser “superflua” por no ser necesaria para llevar al juez a la “certeza del hecho 
que se debate” en donde se evita la práctica de pruebas en donde no se aporte 
ninguna novedad al proceso.  
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Clasificación de los medios probatorios admitidos por el Derecho Procesal 
Civil colombiano. 
En la actualidad, los medios probatorios admitidos por el Derecho Procesal civil 
colombiano se encuentran estipulados en el artículo 165 del Código General del 
Proceso:  
“Artículo 165. Medios de prueba. Son medios de prueba la declaración de 
parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen 
pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes y 
cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación del 
convencimiento del juez. 
El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, 
preservando los principios y garantías constitucionales”. (Ley 1564, 2012, art 
165) 
No obstante, la anterior estipulación normativa no debe aplicarse de manera taxativa 
teniendo en cuenta el último párrafo de la norma citada en donde se establece que 
el funcionario judicial (juez – magistrado) podrá practicar las pruebas que no se 
encuentren previstas en el estatuto procesal donde se regulen los medios 
probatorios semejantes de acuerdo al sano juicio del juez en concordancia con el 
respeto de las normas procesales de índole constitucional y legal. 
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De acuerdo al orden mediante el cual se encuentran estipulados los medios 
probatorios en el artículo 165 del Código General del Proceso se iniciara su análisis 
con el “interrogatorio a las partes” el cual consiste en: 
Interrogatorio a las partes.  
Para el doctrinante Hernán Fabio López Blanco (2017) el interrogatorio de parte:  
“(..) Tiene como finalidad permitir que las partes, es decir, quienes se hallan 
ubicados como demandantes o demandados o quienes tienen la calidad de 
otras partes y excepcionalmente, en casos taxativamente señalados por la 
ley, otros sujetos de derecho distintos de los anteriores que están habilitados 
para rendir esta clase de interrogatorio”. (López, 2017, p 176) 
De igual manera, el Código General del Proceso lo ha reglamentado en el artículo 
198 en el siguiente contexto:  
“Artículo 198. Interrogatorio de las partes. El juez podrá, de oficio o a solicitud 
de parte, ordenar la citación de las partes a fin de interrogarlas sobre los 
hechos relacionados con el proceso. 
Las personas naturales capaces deberán absolver personalmente el 
interrogatorio. 
Cuando una persona jurídica tenga varios representantes o mandatarios 
generales cualquiera de ellos deberá concurrir a absolver el interrogatorio, 
sin que pueda invocar limitaciones de tiempo, cuantía o materia o manifestar 
23 
 
que no le constan los hechos, que no esté facultado para obrar 
separadamente o que no está dentro de sus competencias, funciones o 
atribuciones. Para estos efectos es responsabilidad del representante 
informarse suficientemente. 
Cuando se trate de incidentes y de diligencias de entrega o secuestro de 
bienes podrá decretarse de oficio o a solicitud del interesado el interrogatorio 
de las partes y de los opositores que se encuentren presentes, en relación 
con los hechos objeto del incidente o de la diligencia, aun cuando hayan 
absuelto otro en el proceso. 
Si se trata de terceros que no estuvieron presentes en la diligencia y se 
opusieron por intermedio de apoderado, el auto que lo decrete quedará 
notificado en estrados, no admitirá recurso, y en él se ordenará que las 
personas que deben absolverlo comparezcan al juzgado en el día y la hora 
señalados; la diligencia solo se suspenderá una vez que se hayan practicado 
las demás pruebas que fueren procedentes. 
Practicado el interrogatorio o frustrado este por la no comparecencia del 
citado se reanudará la diligencia; en el segundo caso se tendrá por cierto que 
el opositor no es poseedor. 




En este sentido, el interrogatorio de parte podrá ser practicado “procesal o 
extraprocesal” en concordancia con los artículos 184 y 200 del Código General del 
Proceso.  
La confesión.  
Mediante el artículo 165 del Código General del Proceso se estableció “La 
confesión” como un medio probatorio autónomo, no obstante, por medio del capítulo 
III del “Régimen Probatorio” se desarrollaron legislativamente los medios 
probatorios correspondientes al “interrogatorio de parte” y la “confesión”. 
Así, para López Blanco (2017) el medio probatorio de “la confesión” consiste en:  
“La manifestación que voluntariamente hace, bien espontáneamente, ora por 
ser expresamente requerido, un sujeto de derecho acerca de hechos que 
pueden producirle consecuencias jurídicas adversas”. (López, 2015, p 214) 
En este sentido, se han establecido los requisitos sine qua non de la confesión:  
“Artículo 191. Requisitos de la confesión. La confesión requiere: 
1. Que el confesante tenga capacidad para hacerla y poder dispositivo sobre 
el derecho que resulte de lo confesado. 
2. Que verse sobre hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas 
al confesante o que favorezcan a la parte contraria. 




4. Que sea expresa, consciente y libre. 
5. Que verse sobre hechos personales del confesante o de los que tenga o 
deba tener conocimiento. 
6. Que se encuentre debidamente probada, si fuere extrajudicial o judicial 
trasladada. 
La simple declaración de parte se valorará por el juez de acuerdo con las 
reglas generales de apreciación de las pruebas”. (Ley 1564, 2012, art 191) 
Lo anterior, teniendo en cuenta su carácter indivisible de acuerdo al artículo 196 del 
estatuto procesal mediante el cual se estipula: “La confesión deberá aceptarse con 
las modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado, 
excepto cuando exista prueba que las desvirtúe” la cual admite prueba en contrario 
de acuerdo al artículo 197 del Código General del Proceso.  
El juramento.  
Doctrinariamente se ha definido “el juramento” como un requisito formal para la 
práctica de otros medios probatorios como lo son el interrogatorio de parte y la 
confesión. 
Así, para el doctrinante Devis Echandìa (1998) el juramento es: “una especie de 
transacción, para advertir otros que es un acto dispositivo del derecho controvertido, 
mientras que la tercera tesis señala que se trata de un medio de prueba de 
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naturaleza testimonial, es decir como una declaración de ciencia similar a la 
confesión” (Devis, 1998, p 264) 
Por otra parte, para el doctrinante Azula Camacho (1998) el juramento no debe 
considerarse como un medio probatorio debido a: “Realmente el juramento por sí 
mismo, independientemente considerado, no es un medio de prueba, sino, lo que le 
da certeza, respaldo o veracidad a la afirmación de una parte” (Azula, 1998, p 176)  
No obstante, en la legislación procesal civil se ha reconocido el juramento como un 
medio probatorio en concordancia con el artículo 165 del Código General del 
Proceso y desarrollado con posterioridad por medio de los artículos 206 y 207 del 
mismo código procesal. 
La prueba testimonial. 
Inicialmente la prueba testimonial se ha establecido legalmente como un deber de 
acuerdo al artículo 208 del Código General del Proceso en donde se estipula que: 
“Toda persona tiene el deber de rendir el testimonio que se le pida, excepto en los 
casos determinados por la ley” teniendo en cuenta que el anterior postulado 
normativo se debe analizar en contexto con las excepciones constitucionales 
establecidas en el artículo 33 de la Constitución Politica de 1991 y del artículo 209 
de la norma procesal de la Ley 1564 del 2012. 
En este sentido, la prueba testimonial revierte de unas características especiales 
que no hacen parte dogmáticamente del escenario de estudio del presente trabajo 
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de grado, sin embargo, se hace la precisión normativa correspondiente en el 
contexto de los artículos 208 al 225 del Código General del Proceso.  
La prueba pericial. 
La finalidad de la prueba pericial se fundamenta en: “verificar hechos que interesen 
al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos”. 
(Ley 1564, 2012, art 226)  teniendo en cuenta los requisitos esenciales para la 
procedencia del informe pericial establecidos taxativamente en el artículo 226 del 
Código General del Proceso. 
En este orden de ideas, de acuerdo al respeto por la garantía del derecho 
fundamental al debido proceso dicha prueba pericial podrá ser controvertida por la 
parte contraria por medio de la solicitud de comparecencia del perito a audiencia 
pública en cumplimiento del termino del traslado del respectivo informe pericial en 
cumplimiento de los lineamientos del artículo 228 de la Ley 1564 del 2012. 
Respecto a la valoración probatoria del dictamen pericial el funcionario judicial lo 
tendrá en cuenta de acuerdo a los parámetros de la “sana crítica, teniendo en cuenta 
la solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, la 
idoneidad del perito y su comportamiento en la audiencia, y las demás pruebas que 
obren en el proceso”. (Ley 1564, 2012, art 232) 
De igual manera, es de suma importancia tener en cuenta la procedencia de 
solicitud de oficio del dictamen pericial partiendo del acatamiento de las 
disposiciones normativas del artículo 230 y 231 del Código General del Proceso. 
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La inspección judicial. 
La procedencia de la prueba de inspección judicial se fundamenta en: “la verificación 
o el esclarecimiento de hechos materia del proceso podrá ordenarse, de oficio o a 
petición de parte, el examen de personas, lugares, cosas o documentos”. (Ley 1564, 
2012, art 236) en los casos donde no sea posible su “verificación”. 
Así, doctrinariamente se ha establecido que: “La inspección judicial pretende 
establecer y dejar constancia de una serie de circunstancias de hecho que 
objetivamente se aprecian o sienten, es decir se perciben, sin entrar a determinar 
las causas de lo verificado, pues de ello se ocuparán otros medios de prueba” 
(López, 2017, p 394)  
En este sentido, la parte que solicite la práctica probatoria de la inspección judicial 
deberá manifestar con claridad y precisión los hechos que pretende probar, de 
acuerdo a los postulados del principio de conducencia, pertinencia y utilidad de la 
prueba. 
Los indicios. 
Para el doctrinante Muñoz Sabatè (1997): “El concepto de indicio es tal vez uno de 
los más ambivalentes y confusos que pueden darse en el derecho probatorio, y esta 
desorientación se acrece cuando a su lado hacemos entrar en juego otro instituto, 
tampoco demasiado perfilado, cual es la presunción” (p 412) el cual “tiene la 
especial propiedad de mostrar un hecho desconocido” (Parra, 1990, p 28) 
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En la legislación procesal civil colombiana los indicios se encuentran reglamentados 
en los artículos 240, 241 y 242 de la Ley 1564 del 2012; teniendo en cuenta que 
“Para que un hecho pueda considerarse como indicio deberá estar debidamente 
probado en el proceso” (Ley 1564, 2012, art 240) y su apreciación judicial se 
realizará “en conjunto, teniendo en consideración su gravedad, concordancia y 
convergencia, y su relación con las demás pruebas que obren en el proceso” (Ley 
1564, 2012, art 241) 
La prueba documental. 
El medio probatorio correspondiente a la prueba documental es uno de los más 
utilizados en la cotidianidad de la praxis judicial teniendo en cuenta la 
instrumentalización que le ha sido otorgada al momento de buscar la solemnizaciòn 
de un acuerdo jurídico de voluntades buscando así que todos los negocios jurídicos 
se documenten por escrito y evitar conflictos judiciales. 
En este sentido, se ha de precisar el concepto del término “documento” de acuerdo 
a la acepción del doctrinante Hernán Fabio López (2017): 
(..) “El documento es toda cosa que sirve de prueba histórica indirecta y 
representativa de un hecho cualquiera; puede ser declarativo representativo, 
cuando contenga una declaración de quien lo crea u otorga o simplemente lo 
suscribe, como es el caso de los escritos públicos o privados y de los discos 
y cintas de grabaciones magnetofónicas; puede ser únicamente 
representativo (no declarativo), cuando no contenga ninguna declaración, 
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como ocurre en los planos, cuadros, radiografías, dibujos y fotografías”. (..) 
(López, 2017 p 436)  
En este orden de ideas, se ha de precisar que la prueba documental por lo general 
surge con anterioridad al proceso, es decir, se aporta al expediente más no se 
practica en el desarrollo del proceso como en el caso del interrogatorio a las partes, 
la confesión, la inspección judicial, entre otros.  
Así, en la Ley 1564 de 2012 se encuentra realizada la clasificación de los distintos 
tipos de documentos que pueden ser admitidos como medio probatorio en el 
Derecho Civil colombiano:  
“Artículo 243. Distintas clases de documentos. Son documentos los escritos, 
impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, fotografías, cintas 
cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, videograbaciones, 
radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en general, 
todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las 
inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares”. (Ley 1564, 
2012, art 243) 
De igual manera, al hacer alusión a su origen dentro de mencionado artículo se 
realiza su diferenciación:  
“Los documentos son públicos o privados. Documento público es el otorgado 
por el funcionario público en ejercicio de sus funciones o con su intervención. 
Así mismo, es público el documento otorgado por un particular en ejercicio 
31 
 
de funciones públicas o con su intervención. Cuando consiste en un escrito 
autorizado o suscrito por el respectivo funcionario, es instrumento público; 
cuando es autorizado por un notario o quien haga sus veces y ha sido 
incorporado en el respectivo protocolo, se denomina escritura pública”. (Ley 
1564, 2012, art 243) 
En razón a su valoración probatoria “Los documentos públicos hacen fe de su 
otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario 
que los autoriza” (Ley 1564, 2012, art 257) y “Los documentos privados tienen el 
mismo valor que los públicos, tanto entre quienes los suscribieron o crearon y sus 
causahabientes como respecto de terceros”. (Ley 1564, 2012, art 260). 
La prueba por informe. 
Finalmente, el último medio probatorio que se encuentra identificado en el Código 
General del Proceso corresponde a la “prueba por informe” en donde se ha de 
realizar la aclaración que no es similar a la prueba pericial, debido a la confusión 
que se ha dado por algunos juristas. 
En este sentido, el estatuto procesal ha establecido su procedencia en el siguiente 
contexto: 
“Artículo 275. Procedencia. A petición de parte o de oficio el juez podrá 
solicitar informes a entidades públicas o privadas, o a sus representantes, o 
a cualquier persona sobre hechos, actuaciones, cifras o demás datos que 
resulten de los archivos o registros de quien rinde el informe, salvo los casos 
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de reserva legal. Tales informes se entenderán rendidos bajo la gravedad del 
juramento por el representante, funcionario o persona responsable del 
mismo”. (Ley 1564, 2012, art 275). 
Por consiguiente, se debe partir del conocimiento del “hecho” por alguna de las 
partes para que de acuerdo al artículo anterior es viable que: “si la persona 
requerida conoce el hecho, el dato o la cifra, o si, en general tiene el conocimiento 
que el peticionario quiere utilizar en el proceso como prueba, pero no consta en 
archivo o registro alguno bajo su manejo, debe acudirse a otro medio de prueba, 
como el testimonio o la peritación.” (López, 2017, p 543) 
Respecto al ejercicio del derecho a la contradicción se establece que “Rendido el 
informe, se dará traslado a las partes por el término de tres (3) días, dentro del cual 
podrán solicitar su aclaración, complementación o ajuste a los asuntos solicitados”. 
(Ley 1564, 2012, art 277) 
Concepto de “carga procesal” y “carga de la prueba” 
Ahora bien, una vez identificados los principios dogmáticos y jurídicos básicos para 
el entendimiento del Derecho Procesal Civil en Colombia se hace necesario 
identificar la parte a la cual le corresponde la obligación procesal de probar 
determinado “hecho”, lo que en el contexto procesal ha sido denominado “carga de 
la prueba”. 
No obstante, por otra parte doctrinariamente la “carga procesal” ha sido concebida 
como: “el imperativo del propio interés (por ende de naturaleza incoercible) impuesto 
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a una parte, cuyo cumplimiento puede, eventualmente, traducirse en una ventaja 
procesal o -por lo menos- en evitarse una desventaja procesal. La carga procesal 
se singulariza por contribuir a la integración y desarrollo del proceso, y en especial, 
sobre su vertiente más rica, cual es el de la carga probatoria”. (Peyrano, 2009, p 
211)  
Así, se ha de distinguir los conceptos de “carga procesal” y “carga probatoria” los 
cuales no pueden utilizarse indiscriminadamente dado que son conceptos jurídicos 
de diferente naturaleza. 
En este sentido, la “carga probatoria” corresponde a una especie del género “carga 
procesal”, por lo que doctrinariamente la “carga probatoria” ha sido considerada:  
“La carga de la prueba es una opción de conducta a seguir por las partes que 
intervienen en un proceso, es su responsabilidad. De manera tal que, cuando 
una parte opta por no probar los hechos que alega, los deja en entredicho, y 
a menos que se trate de hechos eximentes de prueba, se tendrán por no 
justificados. En otras palabras, la parte tiene la carga de probarlos hechos 
que alega, salvo aquellos eximidos de ser probados”. (Giacomette, 2015, p 
253) 
En este contexto, el Código General del Proceso ha definido la “carga probatoria” 
mediante el artículo 167: 
“Artículo 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto 
de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 
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No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su 
práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar 
determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más 
favorable para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. 
La parte se considerará en mejor posición para probar en virtud de su 
cercanía con el material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, 
por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido directamente 
en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de 
incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias 
similares”. (Ley 1564, 2012, art 167)  
Así, se ha de definir y delimitar conceptos por medio de la siguiente gráfica:  
Gráfica Nº 02: Carga Procesal Vs Carga Probatoria. 
 
CARGA PROCESAL CARGA PROBATORIA 
Obligación de orden legislativo 
atribuible a las partes del proceso, 
dada su calidad y la (pretensión – 
excepción) perseguida. 
Es la facultad otorgada a las partes 
sobre los supuestos de hecho que 
consideren más beneficiosa según la 
parte que representan. 
Fuente: Los autores 
En este orden de ideas, la carga probatoria ha de ser atribuida a las partes de 
acuerdo al fundamento de sus pretensiones y/o excepciones lo que ha sido el 




CAPÍTULO II. EL DOCUMENTO ELECTRÓNICO EN EL CONTEXTO 
DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA COMUNICACIÓN. 
Antecedentes jurídicos de los documentos electrónicos en Colombia.   
El primer acercamiento jurídico al documento electrónico en Colombia surge a partir 
de la expedición del Decreto 2150 de 1995: “Por el cual se suprimen y reforman 
regulaciones, procedimientos o trámites innecesarios existentes en la 
Administración Pública” en donde mediante el artículo 26 se hace alusión a la 
utilización de medios electrónicos en las actuaciones de la administración pública: 
“Artículo 26º.- Utilización del sistema electrónico de archivo y 
transmisión de datos. Las entidades de la Administración Pública deberán 
habilitar sistemas de transmisión electrónica de datos para que los usuarios 
envíen o reciban información requerida en sus actuaciones frente a la 
administración. 
En ningún caso las entidades públicas podrán limitar el uso de tecnologías 
para el archivo documental por parte de los particulares, sin perjuicio de los 
estándares tecnológicos que las entidades públicas adopten para el 
cumplimiento de algunas de las obligaciones legales a cargo de los 
particulares”. (Decreto 2150, 1995, art 26) 
Más adelante, mediante la Ley 270 de 1996, más conocida como la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia se adoptó el uso de la tecnología en la administración 
de justicia, en el siguiente contexto: 
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“ARTÍCULO 95. TECNOLOGÍA AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA. El Consejo Superior de la Judicatura debe propender por la 
incorporación de tecnología de avanzada al servicio de la administración de 
justicia. Esta acción se enfocará principalmente a mejorar la práctica de las 
pruebas, la formación, conservación y reproducción de los expedientes, la 
comunicación entre los despachos y a garantizar el funcionamiento razonable 
del sistema de información. 
Los juzgados, tribunales y corporaciones judiciales podrán utilizar 
cualesquier medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el 
cumplimiento de sus funciones. 
Los documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su 
soporte, gozarán de la validez y eficacia de un documento original siempre 
que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por las leyes procesales. 
Los procesos que se tramiten con soporte informático garantizarán la 
identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce, así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de 
carácter personal que contengan en los términos que establezca la ley”. (Ley 
270, 1996, art 95) 
Posteriormente, mediante la Ley 527 de 1999 por medio de la cual “se define y 
reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de 
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las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras 
disposiciones”, en donde se establecen los requisitos jurídicos de los mensajes de 
datos y para el caso sub examine aceptándose como un medio probatorio, en el 
siguiente sentido:  
“ARTÍCULO 10. Admisibilidad y fuerza probatoria de los mensajes de 
datos. Los mensajes de datos serán admisibles como medios de prueba y 
su fuerza probatoria es la otorgada en las disposiciones del Capítulo VIII del 
Título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo del Código de Procedimiento 
Civil. 
En toda actuación administrativa o judicial, no se negará eficacia, validez o 
fuerza obligatoria y probatoria a todo tipo de información en forma de un 
mensaje de datos, por el sólo hecho que se trate de un mensaje de datos o 
en razón de no haber sido presentado en su forma original”. (Ley 527, 1991, 
art 10) 
De igual manera, se estipuló un criterio probatorio para los mensajes de datos: 
“ARTÍCULO 11. Criterio para valorar probatoriamente un mensaje de 
datos. Para la valoración de la fuerza probatoria de los mensajes de datos a 
que se refiere esta ley, se tendrán en cuenta las reglas de la sana crítica y 
demás criterios reconocidos legalmente para la apreciación de las pruebas. 
Por consiguiente habrán de tenerse en cuenta: la confiabilidad en la forma en 
la que se haya generado, archivado o comunicado el mensaje, la 
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confiabilidad en la forma en que se haya conservado la integridad de la 
información, la forma en la que se identifique a su iniciador y cualquier otro 
factor pertinente”. (Ley 527, 1991, art 11) 
En este contexto, se expidió el Decreto 1747 de 2000: “por el cual se reglamenta 
parcialmente la Ley 527 de 1999, en lo relacionado con las entidades de 
certificación, los certificados y las firmas digitales” el cual fue derogado con 
posterioridad por el artículo 22 del Decreto Nacional 333 de 2014. 
Principios del Derecho Procesal relacionados con el documento electrónico. 
El Código General del Proceso se ha convertido en un elemento jurídico innovador 
mediante el cual se ha buscado actualizar el derecho procesal al nivel del constante 
avance de la Ciencia, Tecnología e Innovación, por lo que mediante varias de sus 
disposiciones se ha hecho alusión a la acepción de los medios tecnológicos en el 
derecho procesal colombiano. 
No obstante, han de resaltarse dos principios aplicables al caso sub examine que 
se encuentran en la Ley 527 de 1999 y que se denominan: De neutralidad 
tecnológica y de equivalencia funcional. 
En primer lugar, el principio de neutralidad tecnológica se encuentra identificado 
mediante el artículo 2º de la Ley 527 de 1999 en el siguiente contexto: 
“la información generada, enviada, recibida, archivada o comunicada por 
medios electrónicos, ópticos o similares, como pudieran ser, entre otros, el 
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intercambio electrónico de datos (EDI), el correo electrónico, el telegrama, el 
telex o el telefax”. (Ley 527, 1999, art 2º)  
Sin embargo, la anterior disposición jurídica fue demanda posteriormente mediante 
acción pública de inconstitucionalidad en donde la Corte Constitucional se 
pronunció de la siguiente manera: 
“La noción de mensaje de datos no estaba atada a una tecnología en 
especial, sino que por el contrario dejaba la puerta abierta a la obtención de 
estos a través de nuevas tecnologías de la información que la ciencia pudiese 
desarrollar en el futuro” (Corte Constitucional, Sentencia C 662 de 2000) 
De igual manera, la doctrina se ha pronunciado al respecto en donde se ha hecho 
un especial reconocimiento dada la importancia y actualidad de los mensajes de 
datos como un medio de comunicación idóneo en el contexto de la era de la 
tecnología. (Gutiérrez, 2003) 
Por otra parte, en relación con el principio de “equivalencia funcional” se ha 
identificado su fundamento jurídico mediante el artículo 6º de la Ley 527 de 1999 en 
donde se ha reconocido: “Cuando cualquier norma requiera que la información 
conste por escrito, ese requisito quedará satisfecho con un mensaje de datos, si la 
información que éste contiene es accesible para su posterior consulta” (Ley 527, 
1999, art 6), a lo que la Corte Constitucional se ha manifestado de igual manera y 
ha dicho que: “al interpretar este principio los mensajes de datos deben ser tratados 
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de la misma forma como los escritos en papel”. (Corte Constitucional, Sentencia C 
662 de 2000) 
Gráfica Nº 03: Principios del Derecho Procesal relacionados con el documento 
electrónico. 
 
Fuente: Los autores  
Así, en concordancia con los dos principios anteriormente identificados y analizados 
se ha de entender e interpretar que en la actualidad los documentos electrónicos 
gozan de especial validez en el ordenamiento jurídico colombiano en condiciones 
de igualdad al reconocimiento que le ha sido otorgado al documento en medio físico.  
• Los mensajes de datos 
electronicos deben tener el 
mismo reconocimiento 
jurìdico sin distincion alguna 
de la fuente tecnologica de 




• Los documentos 
electronicos tienen la 
misma validez jurìdica que 
los documentos que se 







Concepto y características del documento electrónico. 
El documento electrónico se ha incorporado paulatinamente en el ámbito académico 
y doctrinal; lo que ha tornado especial interés respecto a la necesidad de fijar 
parámetros dogmáticos respecto a su importancia y validez. 
En este sentido, para el doctrinante Jairo Parra Quijano (2006) en la Convención 
internacional de derecho informático, documentación y documento electrónico se 
pronunció respecto al documento electrónico como medio y objeto de prueba:  
“Es verdad sabida  que el documento es un medio de prueba, pero muchas 
veces puede ser objeto de prueba, como cuando nos dedicamos a averiguar 
su autenticidad, es decir quién es el autor, si el documento fue alterado, en 
qué momento lo fue, en qué lugar fue otorgado, dónde  ha estado el 
documento como objeto. Pero lo más importante es retener, que estando en 
un mundo que aunque parezca una paradoja, reclama seguridad, la gente 
tiene muchas veces que confiar en la buena fe de los demás, y en ciertos 
documentos, que cuando se viola ese principio, le crean a las personas 
muchos problemas, como los documentos  producidos por las máquinas, o 
los impresos por ejemplo, en ese caso el documento (objeto), se convierte en 
objeto  de prueba y, es necesario establecer quién lo elaboró, o por cuenta 
de quién lo elaboró, a quién se lo podemos imputar (autoría) jurídicamente. 
Cuando nos dedicamos a establecer la autoría del documento 
(jurídicamente), el documento queda como estático y lo hacemos  objeto de 
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prueba, e inclusive se podría decir que será en ese microcosmos, tema de 
prueba”.  (Parra, 2006)  
Así mismo,  Reyes Sinisterra Cindy Charlotte (sf) en su obra “La prueba electrónica 
en materia civil” afirma;  
“La prueba electrónica, como su mismo nombre, responde a la ocurrida en 
un medio electrónico, pero no siempre debe ingresar al proceso como una 
prueba documental, ni debe confundirse con el concepto de documento 
electrónico. De lo anterior, es necesario precisar que “Todo documento 
electrónico es una prueba electrónica, pero no toda prueba electrónica es un 
documento electrónico”, y además debe decirse que la confusión responde a 
que algunos siguen hablando de forma similar sobre el concepto de fuente y 
el de medio de prueba como si fueran iguales”. (Reyes, sf) 
De igual manera,  Jaime Ernesto Guerra Contreras, Jedwar Alfredo Pérez Rincón y 
Jairo Cano Bohórquez (sf) en su documento titulado: “El documento electrónico 
como medio de prueba” han logrado concluir lo siguiente:  
“La utilización de la llamada tecnología de punta, la que provee y genera el 
llamado “documento electrónico”, ha de ser de conocimiento y manejo por 
parte de los operadores jurídicos quienes teniendo el conocimiento y la 
ponderación a la ahora de avalar un documento, lo acepten como elemento 
probatorio dentro de un proceso jurídico. 
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Tanto el documento electrónico, sea éste una firma autógrafa, bien 
estampada en un documento se ha de calificar como auténtico y veraz, 
puesto que refleja el consentimiento que tiene tanto quien la suscribe, como 
quien la sustenta, como un elemento donde se manifiesta el ánimo de 
obligatoriedad del contenido allí expreso y del mismo modo para demostrar 
su autoría. Lo cual le permite a los autores, definir y establecer obligaciones 
y derechos a la hora de avalarlo como sustento probatorio”. (Guerra, Pérez y 
Cano, s, f) 
Desde otra perspectiva doctrinal: “El documento electrónico de origen, es decir, el 
que se produce en ambiente electrónico, se mantiene, se preserva y se conserva 
en este medio durante todo su ciclo vital. Por tanto no nos referiremos a los 
documentos digitalizados a partir de documentos en soporte de papel aun cuando 
puede ser una forma de integrarlos a un sistema de gestión electrónica de 
documentos de archivo”. (Amozorrutia, sf. p 21) 
En relación a los requisitos sine qua non del documento electrónico se han 










Fuente: Los autores 
De igual manera, es de suma importancia realizar especial énfasis en cada uno de 
ellos: 
Escrito: En los mensajes de datos electrónicos este requisito quedará satisfecho 
cuando sea accesible para su posterior consulta, es decir se genera un elemento 
de seguridad de la información en donde se busca conservar la perdurabilidad de la 
información en el tiempo. 
Originalidad: El requisito de originalidad quedará satisfecho cuando se cumplan 
los siguientes requerimientos: 
 Se brinde una garantía de integralidad en la conservación de la fuente de 
información que se generó en su archivo inicial. 
 Que se brinde publicidad de la información frente a la persona que desea o 
necesite conocerla, teniendo en cuenta el tipo de información solicitada y la 
reserva para cada caso en específico. 
REQUISITOS DE LOS 
DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS 
Deben encontrarse 
en medio “escrito” 
 
Debe garantizarse la 
originalidad y veracidad de la 
información contenida en el 
documento electrónico. 
El documento electrónico 
debe conservarse de 




Lo anterior, en la búsqueda de la inalterabilidad y fiabilidad de la información que se 
encuentra contenida en el documento electrónico. 
Integridad: La información que se encuentra contenida en el documento electrónico 
debe permanecer completa e inalterable, teniendo un historial seguro y fidedigno 
sobre las modificaciones necesarias que puedan surgir en el transcurso del tiempo 
de formación del documento electrónico, “lo cual genera, que para poder hacer valer 
un documento electrónico ante cualquier autoridad judicial o administrativa será 
necesario para el creador o iniciador de este documento tomar las medidas técnicas 
necesarias que le garanticen el efectivo cumplimiento de este requisito”. (Rincón, 
2016) 
El documento electrónico en el Código General del Proceso.  
En concordancia con la ubicación dogmática y jurídica expuesta en el primer 
capítulo del presente trabajo de grado se ha de resaltar el reconocimiento probatorio 
que le ha sido otorgado al “documento electrónico” mediante su incorporación en la 
prueba documental por medio del artículo 247 del Código General del Proceso. 
“ARTÍCULO 247. VALORACIÓN DE MENSAJES DE DATOS. Serán 
valorados como mensajes de datos los documentos que hayan sido 
aportados en el mismo formato en que fueron generados, enviados, o 
recibidos, o en algún otro formato que lo reproduzca con exactitud. 
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La simple impresión en papel de un mensaje de datos será valorada de 
conformidad con las reglas generales de los documentos”. (Ley 1564, 2012, 
art 247) 
En este sentido, se han expuesto las principales características conceptuales y 
jurídicas que nos permiten con posterioridad analizar con propiedad la validez del 













CAPÍTULO III. VALIDEZ DEL DOCUMENTO ELECTRÓNICO COMO 
MEDIO Y OBJETO PROBATORIO EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO CIVIL COLOMBIANO. 
 
Antecedentes normativos y jurisprudenciales  
La validez y el reconocimiento jurídico que ha sido otorgado en el sistema normativo 
colombiano al documento electrónico se ha evidenciado de manera paulatina y 
cautelosa a partir de la Ley 527 de 1999; en donde se le otorga “pleno 
reconocimiento” a los mensajes de datos en el siguiente contexto; “No se negarán 
efectos jurídicos, validez o fuerza obligatoria a todo tipo de información por la sola 
razón de que esté en forma de mensaje de datos”. (Ley 527, 1999, art 5)  
De igual manera, además del reconocimiento jurídico anteriormente mencionado 
para el caso sub examine, el legislador he realizado un reconocimiento probatorio 
claro, expreso y expedito mediante el cual se reconoce admisibilidad y fuerza 
probatoria a los mensajes de datos; en donde se establece: “En toda actuación 
administrativa o judicial, no se negará eficacia, validez o fuerza obligatoria y 
probatoria a todo tipo de información en forma de un mensaje de datos, por el sólo 
hecho que se trate de un mensaje de datos o en razón de no haber sido presentado 
en su forma original” (Ley 527, 1991, art 10), no obstante, la anterior norma fue 
demandada por medio de la acción pública de inconstitucionalidad y con 
posterioridad declarada exequible mediante la Sentencia C 662 de 2000 con 
fundamento en lo siguiente: “La ley establece que los mensajes de datos se deben 
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considerar como medios de prueba, equiparando los mensajes de datos a los otros 
medios de prueba originalmente escritos en papel” (Corte Constitucional, Sentencia 
C 662 de 2000)  
De igual manera, en la Ley 527 de 1999 se han establecido unos parámetros de 
valoración probatoria que han de aplicarse; “Para la valoración de la fuerza 
probatoria de los mensajes de datos a que se refiere esta ley, se tendrán en cuenta 
las reglas de la sana crítica y demás criterios reconocidos legalmente para la 
apreciación de las pruebas. Por consiguiente habrán de tenerse en cuenta: la 
confiabilidad en la forma en la que se haya generado, archivado o comunicado el 
mensaje, la confiabilidad en la forma en que se haya conservado la integridad de la 
información, la forma en la que se identifique a su iniciador y cualquier otro factor 
pertinente”.  (Ley 527, 1991, art 11). 
En consideración, como se ha mencionado en la sentencia de constitucionalidad lo 
que se ha buscado por medio de este reconocimiento probatorio es un “equivalente 
funcional” en donde “Los documentos electrónicos están en capacidad de brindar 
similares niveles de seguridad que el papel y, en la mayoría de los casos, un mayor 
grado de confiabilidad y rapidez, especialmente con respecto a la identificación del 
origen y el contenido de los datos, siempre que se cumplan los requisitos técnicos 
y jurídicos plasmados en la ley”. (Corte Constitucional, Sentencia C 662 de 2000)  
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
(SALA DE CASACIÓN CIVIL) 
Expediente 2001-06915-01 
Siete (7) de febrero de dos mil ocho (2008). 
Expediente 2004- 01074 – 01 
Dieciséis (16) de diciembre de dos mil diez (2010). 
Expediente 11339-2015 
Veintisiete (27) de agosto de dos mil quince (2015). 
Expediente 8510-2016 
Veinticuatro (24) de junio de dos mil dieciséis (2016). 
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Análisis del caso y recolección de información primaria (Diseño y aplicación 
de entrevistas)  
En el desarrollo del presente proceso de investigación se ha realizado un trabajo de 
campo correspondiente al diseño y aplicación de métodos de recolección de 
información alusivo a entrevistas estructuradas aplicadas a seis (6) expertos – 
profesionales sobre el tema sub examine. 
Así, los entrevistados se seleccionaron desde tres perspectivas correspondientes a 
















municipal de Galán 
 Abogada Isabel 
Cristina Ramírez 
Núñez (Abogada 
Litigante y docente 
universitaria) 




 Abogado Rito 
Antonio Patarroyo 
Hernández (Juez 
Segundo Civil del 
Circuito – Socorro 
(S) 
 Abogado Ricardo 





(S) y docente 
universitario)  
Municipal - Socorro 
(S) 
 
En este orden de ideas, el análisis de la información de fuentes primarias se realizó 
por medio de la técnica de recolección de información denominada entrevista 
(estructurada) a profesionales del derecho expertos en el tema del derecho procesal 
y de las nuevas tecnologías de la información.  
Las entrevistas se estructuran en seis (6) preguntas mediante el cual se busca 
identificar el criterio jurídico de expertos académicos sobre el tema; así, el 
cuestionario aplicado a los entrevistados es el siguiente: 
I. ¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en 
la ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma? 
II. ¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al 
ámbito del derecho probatorio? 
III. ¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
IV. ¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio?. 
V. ¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
VI. Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿cuál es su aporte 
jurídico al tema?.  
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Entrevistas realizadas a académicos  
En este sentido, los académicos entrevistados realizaron los siguientes aportes al 
tema objeto de investigación: 




Identificación académica y laboral del entrevistado: Wilman Rafael Guerrero 
Simanca es Abogado, Especialista en Derechos Humanos y Derecho 




En la actualidad se desempeña como jefe del área Derecho Público en la 
Universidad Libre – Seccional Socorro, de igual manera es docente titular de la 
catedra de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, Sociología 
Jurídica y General e Investigación en metodología de la investigación. 
Además, es docente investigador jornada completa bajo la dirección de un 
proyecto de investigación en ejecución sobre el enfoque basado en Derechos 
Humanos de la educación en Santander. 
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
El derecho es una Ciencia Social y como tal esta ciencia debe estar a la par y de 
la mano de todos los avances sociales, de la dinámica de la sociedad y es el 
derecho procesal el que va a resolver una gran cantidad de situaciones que llegan 
a los despachos judiciales, entonces tiene que utilizar la tecnología y el desarrollo 
de la ciencia pues tiene que ambientarse a esa dinámica puesto que se lo exige 
la realidad social, y todas estas problemáticas que se presentan en la 
cotidianidad, lo que hace parte de la diversidad de los seres humanos y en donde 
se presentan casos que exigen que el derecho también los afronte con desarrollo 
científico y tecnológico; por lo que los despachos judiciales se tienen que 
ambientar con aparatos computarizados que tenga tono con la realidad y así 
puedan desarrollar y resolver diferentes temáticas y casos que llegan bajo las 
tecnologías y de esta manera poder resolver los temas del documento electrónico 
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de amparar o comprobar la veracidad de los diferentes documentos electrónicos 
que hay en los procesos y en el acervo probatorio. 
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio?  
El documento electrónico es recibido o tiene asunción dentro de los procesos 
como una prueba que se puede aportar a ellos y a los procesos en situaciones 
que hoy exige el derecho en la Ley 1437 de 2011 correspondiente al Código 
Contencioso Administrativo y la Ley 1564 de 2012 el cual es el Código General 
del Proceso, en donde se aprueban qué en las demandas y en las diferentes 
situaciones de trámite para los procesos pueden llegarse a través de medios 
digitales y la mayoría de los despachos en el derecho colombiano se están 
adecuando en la medida de los recursos económicos para tal situación; pues en 
algunas regiones como en la que nos encontramos ahora de pronto no estemos 
tan al tanto de esa realidad pero está contemplado que dentro de las fases de 
desarrollo estén dispuestas en un determinado tiempo. 
¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
El documento electrónico como medio de prueba en el proceso civil es asumido y 
tiene legalidad siempre y cuando cumpla con todos los cánones de la 
preservación de la prueba, que tenga una cadena de custodia y que haya sido 
allegado conforme a las técnicas del recibo de la prueba y así tenemos que para 
hacer valer poderes de representación se pueden a través de estos documentos 
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electrónicos ya sea escaneados o enviados vía correo electrónico o vía 
WhatsApp. Asimismo, también se deben considerar válidas las pruebas 
provenientes de correos electrónicos y de los que son enviados o recibidos vía 
WhatsApp previa conservación y observación de las técnica de la cadena de 
custodia y del documento electrónico. 
¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio? 
El documento electrónico puede aportarse como un medio de prueba siempre y 
cuando esté dentro de la presunción que le da su legalidad y que al someterse al 
acervo probatorio éste pueda sostenerse como legal con la cadena de custodia y 
con todos los reparos que le ponga la contraparte del proceso. 
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
El impedimento es que no conserve la verdad o que estuviera en el terreno de la 
ilegalidad ese documento; o que haya sido obtenido ilícitamente o ilegalmente, 
dependiendo de la forma como se obtuvo y que hace que no se cumpla con los 
parámetros establecidos para ello. 
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema? 
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Este tema me parece un tema maravilloso y pertinente en la realidad social en 
que vivimos los que nos movemos en esta área del derecho le damos gracias a 
la ciencia y a todos los avances tecnológicos que permiten que el derecho sea 
visto como una Ciencia Social al servicio de la humanidad y de la sociedad y que 
permita brindar una resolución de los diferentes conflictos entre los ciudadanos y 
el Estado y viceversa, que estemos gozando de la facilidad que se puedan 
auspiciar a través del desarrollo del documento electrónico porque la tendencia 
va a que ya en unos años ya usted no tenga que ir prácticamente a los despachos 
judiciales, ya que a través de su computador usted pueda enviar la tutela o enviar 
el derecho de petición, la demanda y todos sus anexos Y eso aliviaría un poco el 
acceso restricto que hay en muchas actividades de los despachos judiciales y 
volvería más expedito ese proceso, eso es lo que está buscando el Código 
general del proceso y que va de la mano del otro código de la 1437 que es el 
contencioso administrativo y las diferentes normas que tienden a dar una mejora 
en la atención al usuario y al cliente que se acerca a los despachos judiciales. 
 
Entrevista Nº 02: Abogado Wolfang Javier Fernando Uribe Meneses (Juez 





Identificación académica y laboral del entrevistado: Wolfang Javier Fernando 
Uribe Meneses es Abogado, Especialista en Derecho Comercial y en Derecho 
Administrativo, Candidato a Magister en Derecho Comercial y Magister en 
Derecho Administrativo, en la actualidad se encuentra en proceso de vínculo de 
participación con la Universidad de Roma con el ánimo de poder desarrollar 
estudios de Doctorado en el tema del Derecho Mercantil. 
En la actualidad es docente universitario de la Universidad Libre y la Universidad 
de Santander desde hace aproximadamente 13 años; de igual manera, en el 
ámbito laboral en la actualidad se desempeña como Juez Promiscuo Municipal 
de Galán (Santander). 
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
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Yo pienso que Colombia está demorada en este tema, ya hace varios años atrás 
se han venido emitiendo reformas que incorporan la oralidad y los avances 
tecnológicos a los procesos; entonces yo pienso que nosotros estamos 
demorados, por los mismos medios, por las mismas circunstancias y quizás 
porque en Colombia no ha existido el afán de modernizar la justicia especialmente 
en la actividad procesal, pues los despachos judiciales ya contarían con avances 
tecnológicos incluso la misma ciudadanía vería como una facilidad que usted 
pudiera iniciar esa relación jurídico procesal con el despacho judicial a través de 
un correo electrónico y presentar la demanda de manera virtual entonces lo que 
yo pienso es que en el ejercicio del derecho podría hacerse viable de manera 
escalonada en nuestro país, ya que no se  puede entrar a cambiar un sistema 
como tal con una sola acción, ya que se debe realizar a través de diversas 
actividades utilizando medios tecnológicos en diferentes áreas del derecho 
procesal, porque se debe tener en cuenta  que la forma como usted entra al 
sistema es a través de la demanda y si usted no tiene demanda pues no se 
acciona, así, las tecnologías lo que buscan es modernizar el sistema y nosotros 
somos apáticos a los cambios,  porque siempre vamos a querer hacer las cosas 
a la antigua, que si no me ponen el sellito yo no quedó contento que si yo no voy 
allá me dan el visto bueno y la copia yo no quedó contento, entonces, por 
consiguiente, la gente no le ha dado la trascendencia, importancia y la relevancia 
que en el mundo se tiene y especialmente en este tema del derecho procesal los 
avances tecnológicos y la innovación para poder incorporarse dentro del sistema.  
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Entonces, yo pienso que se debería hacer y que si hay una una relación porque 
el derecho no puede dejar que el tiempo pase y no se moderniza; el derecho tiene 
que evolucionar y es una Ciencia que está cambiando y que va creciendo, y si 
nosotros la mantenemos en los salones de clase y en los libros antiguos de los 
grandes tratadistas y no permitimos que ese mismo conocimiento evolucione ha 
ser muy difícil que el derecho avance como ciencia.  
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio?  
Respecto al ámbito del derecho probatorio, el objeto en el proceso es demostrar 
la necesidad de generar cambios de dinamismo en la justicia, porque 
antiguamente hablamos de un sistema inquisitivo en el que no conocíamos al juez 
y todo lo enviamos por escrito, por lo que a veces la persona podía guardar 
algunas pruebas para las audiencias y no se mostraban las cartas y cuando se 
llegaba le salían a usted con otra cosa y eso de alguna manera termina haciendo 
como lo dice la palabra inquisitivo y doloroso para las partes que no estaban 
preparadas y que le toca enfrentar un proceso a oscuras con desconocimiento en 
el tema de prueba. 
Este cambio hace que el Código General del Proceso permita ese dinamismo y 
sea que usted pueda ver que hay en sistema inquisitivo pero también hay un 
sistema adversarial en el cual esa noticia permite que haya dinamismo y fluidez 
al momento de aportar las pruebas y que usted como parte en el proceso conozca 
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las cartas con las que se van a jugar desde el principio y eso es lo bueno frente 
al tema probatorio, ya que actualmente en el proceso usted tiene la oportunidad 
de conocer desde principio las pruebas e ir preparando su defensa y de no llegar 
a patinar y a dilatar como muchos abogados lo pretenden hacer porque es que en 
realidad ese no es el objetivo, en el proceso lo que se busca es dinamismo y que 
fluya en una sola audiencia, entonces, el tema de las pruebas es fundamental si 
las pruebas fueron muy bien armadas por el abogado al momento de la 
construcción de la demanda y si las pruebas fueron muy bien combatidas por la 
defensa pues obviamente va haber una gran posibilidad de que en la primera 
audiencia ya se pueda llegar a una conciliación y se pueda terminar la diligencia 
porque que todo está claro y lo que se busca a través de esas pruebas es que la 
verdad se sepa desde siempre y no llegar a buscar la verdad. 
¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
Sobre el documento electrónico podría empezar hablando sobre las raíces 
sistemáticas que tiene que ver con el origen de un documento electrónico y se 
habla de un documento plano que se plasma en un elemento tecnológico ya sea 
en un USB en un archivo plano en PDF o en Word que es realizado a través de 
un equipo de cómputo, en este sentido, la corte ha dicho que el documento 
electrónico es ese documento escrito que se plasma en un documento en un 
elemento moderno como es el CD y el DVD o incluso la memoria USB y que 
pueden ser transmitidos de manera física o virtual, ya que cuando usted envía el 
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correo electrónico y el correo electrónico es un depósito en información en el cual 
usted lo que hace es guardar documentos electrónicos usted no guarda 
documentos físicos y hay que remitirnos a algo importante y es a lo que uno a 
veces ve en el derecho comercial y es la materialización de los documentos pues 
eso es lo que el documento electrónico tiene que ver precisamente con los 
avances y nosotros creemos que en el derecho procesal vamos a tener que 
empezar a entender que nos van a llegar solicitudes en correos electrónicos y que 
nos van a entregar por ejemplo las pruebas en un CD y cosas como ésas a que 
los medios electrónicos y los avances de la ciencia van a estar involucrados en 
cada una de las etapas del proceso y pienso también que el documento 
electrónico facilitaría muchas cosas frente al tiempo y a las oportunidades 
económicas, ya que de pronto habrían desproporciones frente a las personas que 
no tienen la posibilidad del acceso a los medios tecnológicos, lo que genera 
inequidad y desigualdad, ya que una persona el campo nunca podrá hacer eso y  
tendría que ir a un consultorio jurídico a que le asesorará o que un abogado pues 
realizará su actividad frente a la desigualdad; es un poco complejo en nuestro 
país pero uno no puede quedarse pegado en ese entonces uno tiene que entregar 
como Estado las oportunidades para que todas las personas puedan y aprendan, 
por ejemplo en los colegios deben estar preocupados porque usted aprenda a 
crear documentos electrónicos y los estudiantes están saliendo con ese 




¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio? 
Claro que es válido que en el derecho procesal se puedan aportar documentos 
electrónicos porque por temas de tiempo y de economía procesal existiría un 
dinamismo en esa actividad y pues probatoriamente le correspondería a las partes 
materializar los documentos electrónicos que usted aportó al proceso; claro 
dígame que usted entregue un informe de 50 hojas cuando el fácilmente puede 
entregar en un CD con todo el material, con fotografías, con los mapas, con los 
planos e incluso con audios de entrevistas en el lugar en el cual usted puede ver 
lo que hicieron allá en la práctica no es lo mismo que usted le entrega un escrito. 
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
Pues la verdad en mí saber y entender, yo sé que no hay un impedimento para 
que eso suceda porque estamos hablando de documento electrónico y cuando 
usted le da a un elemento de la connotación de documento automáticamente 
usted le está dando la posibilidad de que eso se ha tenido en cuenta como una 
prueba, entonces cuando se le dice documento, pues es una prueba documental 
y quedó guardada en un elemento magnético que es un CD o una USB o etcétera. 
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema?  
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Bueno, yo pienso que nosotros no podemos taparnos los ojos y negarnos la 
oportunidad de que esto avance y es cierto que nuestra justicia ha tenido muchos 
errores en ese tema de querer evolucionar y de querer innovar, ya que hemos 
copiado otros sistemas, porque hemos ido a otros sistemas que han avanzado y 
lo hemos acomodado a la colombiana y quizás en eso hemos podido estar 
fallando, lo que yo pienso es que si bien es cierto nuestra legislación a veces ha 
tenido que ajustarse y esos modelos que se han copiado se han tenido que ajustar 
a las condiciones colombianas siempre se nos ha señalado, por qué se dice que 
copiamos, pero copiamos mal yo pienso que hay en sistemas en el mundo muy 
avanzado y que han logrado hacer las cosas muy bien en la legislación 
norteamericana, española y alemana que nosotros permanentemente estamos 
siguiendo esta evolución 
Ya que debemos estar preparados para los cambios tecnológicos y para enfrentar 
a las nuevas generaciones de abogados que deben estar pensando en las nuevas 
tecnologías y no pensando en quedarnos en la colección de libros, pues obvio se 
debe leer y tener libros es importante y es bueno tenerlos, pero también es bueno 
ayudar a los procesos de evolución de los estudiantes ya que todos tienen celular 
y ahí tiene los códigos y puedan así realizar sus consultas.  
En este sentido, espero que el desarrollo de su trabajo sea satisfactorio y que se 
logre poder demostrar a través de estas hipótesis una posible solución a futuro 
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sobre una problemática que se venía presentando en un tema bastante 
interesante en donde hay mucho que decir e investigar.  
 
Entrevistas realizadas a profesionales dedicados al litigio  
Los profesionales dedicados al litigio que han sido entrevistados realizaron los 
siguientes aportes al tema objeto de investigación: 
Entrevista Nº 03: Isabel Cristina Ramírez Núñez (Abogada Litigante y 
docente universitaria) 
Identificación académica y laboral del entrevistado: Isabel Cristina Ramírez 
Núñez es Abogada, Especialista en derecho empresarial, notarial y procesal civil 
de la Universidad Autónoma de Bucaramanga, en la actualidad es estudiante de 
Maestría en Derecho Empresarial y de los Negocios en la Universidad de la 
Sabana. 
Es litigante desde hace 17 años en el área civil y comercial en el sector 
Cooperativo y Financiero, además de ser docente universitaria desde hace más 
de una década.  
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
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Si, cuando estamos enseñando debemos tener presente que para hacer efectivo 
el derecho sustantivo necesitamos el vehículo del derecho procesal y el derecho 
procesal evoluciona en la medida que la civilización avanza y muy difícilmente 
podremos hacer efectivo el derecho sustantivo sin el derecho procesal. 
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio?  
En el Código General del Proceso respecto al ámbito del derecho probatorio se 
hicieron aportes importantes desde la Ley 1395 en donde se ha ido arriesgando 
por los medios virtuales y hoy en día, lo podemos tratar de dinamizar en el derecho 
a través de las herramientas tecnológicas como son las notificaciones y por 
supuesto las pruebas. 
¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
Cuando surge la ley no se le dio la aplicación inmediata ni la dinámica suficiente, 
yo pensaría que por medio de la Ley 527 de 1999 fue donde empezó la aplicación 
de ese documento electrónico, es más yo pienso que la superintendencia ha 
hecho uso de esa herramienta y a la fecha ese documento es bastante interesante 
pues tiene unas características especiales para que pueda ser llevado al proceso 
como medio de prueba y considerarse válido en el derecho procesal para que se 
aporte un documento electrónico como medio probatorio y se pueda cumplir con 
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los requisitos que la misma norma nos ha definido y ha determinado porque no 
cualquier medio electrónico puede ser aportado al proceso. 
¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio? 
Tiene plena validez.  
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
En el momento que el juez realiza el estudio de esa prueba que ha sido aportada 
como medio electrónico y si reúne todos los requisitos, de estar previamente 
recaudada en debida forma por las empresas que tienen la certificación o la 
idoneidad para recaudar las pruebas, consideró que tiene vía libre en el proceso 
y  ya sería de parte de los sujetos procesales estar atento que aporta el otro sujeto 
procesal, además de ser pertinente e idónea.  
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema?  
El derecho comercial va de la mano de la tecnología y considero que en ese 
evento; las decisiones judiciales van a ser más rápidas y expeditas en la medida 




Entrevista Nº 04: Edison Ernesto Martínez Guevara (Abogado Litigante) 
Evidencia fotográfica: 
 
Identificación académica y laboral del entrevistado: Edison Ernesto Martínez 
es Abogado, Especialista en Derecho Procesal Civil y próximo juez de la república 
por concurso de méritos Nº 22 realizado por la Escuela Judicial Rodrigo Lara 
Bonilla. En el ámbito laboral se ha desempeñado como abogado litigante desde 
hace más de una década.  
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
Yo diría que no sólo puede, sino que debe y es un reto que tenemos los litigantes 
y los mismos jueces en la medida en que la vida común avanza en la ciencia y 
son fundamentales las interrelaciones de las personas en el campo de los medios 
electrónicos como el WhatsApp, el Facebook y las contrataciones entre entidades, 
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empresas y entre particulares, siendo la razón por la que aunque en este 
momento en la vida práctica el debate del medio documental electrónico no ha 
sido muy explorado por la jurisprudencia y en la práctica a futuro será 
evidentemente el medio de prueba diría yo que más importante en los períodos 
que en lo sucesivo enfrentaremos en el mundo del derecho. 
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio?.  
Bueno dependiendo del punto de vista dónde lo miremos, si lo vamos a mirar 
desde la valoración de la prueba documental, mensaje de datos o medios 
electrónicos, el Código General del Proceso en lo que yo he podido advertir salvo 
mejor criterio tiene algunas disposiciones que permiten tanto a las partes como el 
mismo operador jurídico establecer o determinar la valoración de los mensajes de 
datos así pues el artículo 247 precisa que los mensajes de datos serán valorados 
siempre que hayan sido generados, enviados o recibidos en algún formato que 
pueda permitir su reproducción con exactitud y es así que la simple impresión en 
un papel de un mensaje datos permite que sea valorado ese documento conforme 
las reglas generales que el Código General del Proceso ha previsto para el medio 
de prueba documental en este orden y haciendo una interpretación digamos 
sistemática o finalista del propósito del legislador el artículo 244 contempla 
claramente que se presume auténtico cualquier documento entre estos los 
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mensajes de datos o reproducciones electrónicas mientras no hayan sido tachado 
de falso o desconocidos según el caso por la persona contra la que se haga valer. 
En donde tenemos también algunos avances útiles e importantes es en lo que 
tiene que ver con los medios de prueba y el derecho y el deber de probar entre 
ellos el artículo 206 del código general que habla del juramento estimatorio, en la 
forma en que está hoy construido permite efectuar un ahorro tanto al juez como a 
las partes en el tema de la determinación de perjuicio al punto que si un juramento 
estimatorio está bien construido por la parte demandante hará prueba de su valor 
y si un juramento estimatorio mal construido y está debidamente atacado y con 
esa actitud y en la debida forma por la parte contra la que se pretende hacer valer 
también podría derribar ese efecto como medio de prueba y permitiría que la parte 
actora no pudiere probar el perjuicio. 
Ahora en lo que tiene que ver con el medio de prueba pericial he advertido que a 
buen momento y en buena forma el Código General del Proceso también ha 
producido disposiciones importantes entre el artículo 226 que señala los requisitos 
qué debe tener un dictamen pericial que a primera vista cualquiera diría que es 
hacer lectura de la norma  que implica una serie de cosas que hasta podrían ser 
innecesarias, pero analizando el propósito el legislador lo que allí se infiere o uno 
podría pensar es que en la forma en que quedó precisado ese artículo 226 señala 
una serie de requisitos que pueden permitir a la parte y al juez establecer o 
descartar si ese perito cumple con los requisitos de idoneidad para rendir la 
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opinión sobre la ciencia que versa en el dictamen y el artículo 228 también precisa 
la manera de cómo se puede hacer una contradicción eficiente y determinante 
tanto para acreditar el testigo o desacreditar esa idoneidad y para poder 
escudriñar en lo que tiene que ver con la ciencia objeto del dictamen sobre el que 
se rindió esa pericia entonces esa forma en que quedaron construidos los 
artículos 226 al 229 que hablan de la prueba pericial resultan de bastante utilidad 
tanto al juez como las partes para poder estimar el valor la eficacia y la 
contundencia que tenga un dictamen pericial que se ha presentado por la parte o 
que haya decretado por el juez en el desarrollo de un proceso; lo otro que tiene 
que ver también es en lo que hace a la práctica de la prueba del interrogatorio de 
parte y de la prueba testimonial en tratándose precisamente el tema de los 
documentos el interrogatorio de parte hoy eliminó la posibilidad de que la parte en 
desarrollo del interrogatorio de parte ocultará las pruebas, ya que en la práctica 
ocurría que ocultaban documentos contundentes y de importancia y sólo los 
descubría en medio de un interrogatorio de parte, los introducía y con él la 
absolución de su representado y sorprendían tanto a la contraparte como al juez 
respecto de ese hecho que pudiere emanar de ese documento hoy en día el 
Código General del Proceso eliminó esa posibilidad; ya la parte no puede en el 
interrogatorio de parte aportar documentos para ser agregados al expediente y 
sólo podrá reconocer los que ya están en el proceso. 
Ya que en la actualidad todo ocurre en medio de la audiencia y las partes deben 
estar en capacidad de resolver lo que corresponda en el desarrollo del mismo 
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diligenciamiento, y ya no es como ocurría antes en donde las alegaciones se 
hacían por escrito, hoy son orales y el abogado debe estar en la capacidad de si 
no está conforme con la decisión interponer los recursos correspondientes y hacer 
los reparos concretos frente a una decisión que le resulte desfavorable ya que el 
sistema actual permite que si el proceso se adelanta conforme lo precisa el código 
sea rápido y eficiente para poder obtener una pronta administración de justicia. 
¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
Es poco el estudio que he adelantado casi nulo diría yo; en la medida en que lo 
único que puedo precisar al respecto son las precisiones que establece el código 
general del proceso desde su artículo 243 en específico del documento 
electrónico estaríamos hablando de los mensajes de datos que están señalados 
en el artículo 247 pero sí descendemos al terreno de la realidad de la práctica en 
este Distrito Judicial es muy poco lo que se ha avanzado en lo que tiene que ver 
con los documentos electrónicos porque no conozco de providencias que hayan 
tenido que entrar a valorar si el documento es posible decretarlo como prueba o 
si no se decreta porque razones no se decreta. 
Aunque considero que sí debe tener algunos requisitos para poder ser valorado 
como prueba pero en mi criterio personal yo diría que el medio de prueba 
documental o documento electrónico debe ser valorado como prueba siempre y 
cuando no vulnere derechos fundamentales de las partes; siempre y cuando no 
haya sido obtenido de manera ilícita y cuando ese documento que se aporte o 
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que se lleve al debate del juez haya sido producido o sea el producto de una 
comunicación entre las mismas partes involucradas en el proceso y no obtenido 
por un tercero. 
Además, que ese mensaje se refiera exclusivamente en materia de Derecho civil 
al asunto objeto del debate y con el propósito de demostrar hechos relevantes del 
proceso pues no sería razonable admitir que se introdujo un documento que 
tuviera en su contenido aspectos de la vida íntima de alguna de las partes,  porque 
eso sería de alguna manera violatorio del derecho a la intimidad y al debido 
proceso. 
Ya que para mí sería válido en la medida en que si el documento ha sido 
modificado o manipulado puede la contraparte ejercer su legítimo derecho de 
contradicción o hacer uso también de los demás medios de prueba incluso de la 
tacha de falsedad para poder descartar o derribar la eficacia probatoria que se 
puede aprender perseguir con el documento electrónico que se introduzca al 
proceso pero la verdad salvo mejor criterio diría yo que se debería entrar a 
estudiar de manera profunda los pronunciamientos que haya efectuado la Corte 
Suprema de Justicia en la sala civil para así poder hacer una línea de 
jurisprudencia y poder establecer las reglas y sub reglas que se han establecido 
para la valoración de un documento electrónico.   
¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio? 
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Esa respuesta la acabo de dar en la en la pregunta anterior pero tal y como  acabe 
precisar siempre que el documento no haya sido obtenido con violación del debido 
proceso o no se ha tachado de falso por la parte contra que se pretende hacer 
valer y haya sido aportado en el mismo formato en que ha sido generado para mí 
tendría valor probatorio en tanto no involucre asuntos de que afecten la intimidad 
de las personas. 
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
Depende desde el punto de vista donde uno lo miré porque un impedimento 
jurídico para la introducción de cualquier medio de prueba al tenor del artículo 29 
constitucional sería que hubiese sido obtenido de manera ilegal, ya que los demás 
impedimentos jurídicos estarían atados a los condicionamientos de si se acredita 
o no las previsiones del artículo 247 en lo que me acabo de referir de sí fue 
aportado en el mismo formato en que fue generado, si es tachado de falso o si se 
tiene certeza o no de la autoría y de la persona que lo ha suscrito. 
En general, yo diría que ya lo demás sería objeto desarrollo jurisprudencial y de 
la disposición tanto de la parte en el decreto de la prueba y de la contraparte en 
la oposición y después al momento de la valoración además de tenerse en cuenta 
fundamentalmente para la solicitud de cualquiera de sus medios de prueba el 
documento debe ser pertinente y debe ser útil. 
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Pertinente en relación con lo que tenga que ver con el asunto objeto el debate y 
la utilidad al determinar para qué le sirve al momento de probar los hechos 
relevantes de su teoría del caso y la conducencia en relación con la licitud o ilicitud 
del documento o del medio de prueba. 
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema? 
Pues yo la verdad no tendría mucho que aportar porque no he litigado en el 
terreno del documento electrónico, pero lo que yo diría es que todos estudiantes 
incluso desde desde el pregrado, los litigantes en el ejercicio de la práctica y los 
jueces debemos entrar a estudiar a profundidad  esa temática, en la medida en 
que en lo sucesivo van a existir más avances de la tecnología y estamos próximos 
a que el medio de prueba documental electrónico suplante el medio testimonial 
de prueba, o va a ser más importante en la medida en que ya las conversaciones 
de las personas incluso en la casa ya no son de manera directa sino por el 
Facebook, y en ese orden de ideas la misma tecnología y las mismas razones de 
la vida de van a obligar al juez y a las partes a determinar y estudiar a profundidad 
todo lo que tiene que ver con el medio de prueba documental. 
En este sentido, me resulta interesante el tema que ustedes escogieron para 
hacer ese estudio ya que en la actualidad es de extrema importancia y de utilidad 




Entrevistas realizadas a funcionarios judiciales (Jueces de la república)  
Los profesionales del derecho que pertenecen a la rama judicial (Jueces)  que han 
sido entrevistados realizaron los siguientes aportes al tema objeto de investigación: 
 Entrevista Nº 05: Abogado Rito Antonio Patarroyo Hernández (Juez 
Segundo Civil del Circuito – Socorro (S) 
Evidencia fotográfica: 
 
Identificación académica y laboral del entrevistado: Rito Antonio Patarroyo 
Hernández es Abogado, Especialista en Derecho Penal, Derecho Laboral, 
Derecho Comercial y Derecho Procesal. 
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En el ámbito académico ha sido docente universitario por más de veinte años y 
en el ámbito laboral ha sido abogado litigante y en la actualidad se desempeña 
como Juez Segundo Civil del Circuito de Socorro (Santander).  
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
Las comunicaciones y la información hoy en día han cobrado un espacio 
significativo en la vida de todas las personas y la administración de Justicia no es 
ajeno a esto, por esta razón el derecho procesal se ha tenido que renovar y pues 
existen nuevas formas de expresiones tecnológicas en la era de la información y 
de la informática, por lo que el derecho debe evolucionar a la par con las 
sociedades humanas para bien o para mal y de todas formas se torna necesario 
involucrar estos nuevos elementos de prueba y de administración de justicia a 
esta dinámica de dar el derecho a quien lo solicite. 
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio? 
En el Código General del Proceso se ha tratado de cumplir con la necesidad de 
involucrar como elemento de prueba todos aquellos elementos producidos al 
interior del tráfico electrónico, igualmente se ha involucrado en la administración 
de justicia en los sistemas de comunicación electrónica a tal punto que ya se habla 
que la meta próxima de la administración de Justicia va a ser el expediente 
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electrónico y en un futuro muy próximo tendremos absolutamente un expediente 
electrónico. 
Por lo que debemos conocer y ser conscientes de lo que tenemos que preparar 
en nuestro sistema de oralidad y de implementación de medios tecnológicos para 
recoger, recopilar y reproducir toda la información pues desde antaño se venía 
hablando de lo que era por ejemplo los documentos electrónicos y eventualmente 
no había mucha regulación al respecto hoy en día el código general del proceso 
en el capítulo correspondiente que habla sobre lo que son los documentos el 
capítulo noveno y sus artículos que lo regulan habla del documento electrónico 
mensaje de texto y de su incorporación y de su valoración. 
Entonces pienso que el Código General del Proceso se pone al día con los 
avances tecnológicos y pues de todas formas sigue primando el principio de la 
carga de la prueba, al alegar la existencia de las obligaciones o su extinción y 
probar con todos los elementos admisibles independientemente de que estos 
puedan llegar a ser documentos electrónicos, todos estos factores influyen a que 
en el futuro se adopten mecanismos que de alguna manera aseguren ese tipo de 
documentos y que no puedan ser modificados, es decir, que no quede duda sobre 
su autenticidad y veracidad. 
¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
Del documento electrónico todos hemos tenido que ir poco a poco adquiriendo 
alguna formación al respecto alguna veces leyendo jurisprudencia, leyendo 
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artículos y conociendo por diversos medios de lo que es el documento electrónico 
y sobre todo sus características, por lo que cada abogado deberá ilustrarse en 
este sentido y probablemente no utilice todos los elementos necesarios para 
poder en un momento determinado entender y comprender lo que son los 
documentos electrónicos o mensajes de texto recogidos en medios no 
tradicionales sino realmente en una base de datos que pueden ser reproducidos 
y que pueden también ser en cualquier momento modificado. 
¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio? 
 Por lo menos en el caso de los jueces nos planteamos algo muy importante y es 
el de la adopción de medidas tendientes a que esos documentos encriptados es 
decir que se utilicen sistemas o programas de seguridad que de ninguna manera 
de evitar que terceros diferente a su autor lo modifique luego de que lo ha 
proferido puesto que si un documento se puede manipular o se le puede agregar 
o se le puede quitar en cualquier momento, pues eso le resta certeza y credibilidad 
lo que puede llevar a errores a los funcionarios y a las partes, y esos elementos 
deben encontrarse guardados en una base de datos y permitir que en cualquier 
momento puedan ser consultados. 
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
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El documento electrónico como medio y elemento de prueba común y corriente 
puede ser desvirtuada en materia probatoria  y algunos de sus principios o reglas 
se dice que se presumen auténticos cuando han sido presentados en original y 
firmado por ambas partes o el que ha sido presentado en reproducción fotostática 
de todo es aquí con el documento electrónico si ustedes observan por ejemplo el 
problema que se presenta con el documento electrónico seguramente va a ser la 
firma electrónica porque mucho de sus documentos no tiene pero pero eso 
también ya fue superado decir no por el hecho de que no tenga firma se le va a 
restar valor o autenticidad si se conoce de manera cierta cuál es el autor. 
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema?  
Yo diría que de acuerdo con las normas procesales que regulan la materia y al  
cumplir con la carga que nosotros como profesionales del derecho tenemos para 
controvertir este tipo de evento ya está regulado y está traído a la actuación 
procesal, ya que está permitido y está reconocido, y pues simplemente es saber 
y conocer que hoy en día todos los documentos electrónicos pueden ser 
agregados y la actuación procesal para que se tenga como elemento de prueba 
y cumplir eventualmente con la forma como se debe incorporar y decidir al azar 
cómo se debe incorporar y reproducir. 
Lo más importante es determinar verdaderamente la forma cómo fue aportado y 
el problema con estos documentos es que muchos de ellos pueden ser 
80 
 
manipulados y hay que tener mucho cuidado, por lo que los peritos versados en 
materia informática y en estas tecnologías de la informática y de la comunicación 
van a tener mucho trabajo porque probablemente la única manera de conocer la 
veracidad y la inmodificabilidad de estos documentos va a ser si los queremos 
controlar mediante una prueba científica y determinar si efectivamente ese objeto 
tiene agregados posteriores que cambió la veracidad del mismo. 
 
Entrevista Nº 06:  Abogado Ricardo Alonso Arciniegas Gutiérrez (Juez 
Tercero Promiscuo Municipal - Socorro (S) 
Evidencia fotográfica: 
 
Identificación académica y laboral del entrevistado: Ricardo Alonso 
Arciniegas Gutiérrez es Abogado especializado, el cual se ha desempeñado 
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desde hace más de trece años en la rama judicial en diferentes cargos y  
actualmente es el Juez Tercero Promiscuo Municipal de Socorro Santander. 
¿El ejercicio del derecho procesal puede relacionarse con los avances en la 
ciencia, tecnología e innovación? En caso afirmativo, de qué forma?  
El proceso judicial se encuentra enfocado en la actualidad como un trámite y como 
una serie de pasos que proponen una mayor agilidad en la resolución de los 
litigios que se presentan ante los despachos judiciales, entonces desde la 
expedición del Código General del Proceso de reciente implementación se ha 
buscado en consecuencia un trámite más ágil y más expedito del proceso judicial 
y facilitar así, tanto la realización de los actos procesales como la valoración de 
las pruebas. 
¿Qué innovaciones aporta el código general del proceso respecto al ámbito 
del derecho probatorio? 
La fase probatoria y en especial sobre la práctica de pruebas; por ejemplo, en 
materia documental ha establecido una amplia enunciación sobre las distintas 
clases de documentos referidos a esta prueba y en particular el valor probatorio 
de los mismos. 
Igualmente ha precisado el valor probatorio de las copias son su respectiva 
apreciación en el ámbito del proceso, así como la valoración de otros soportes y 
elementos como los mensajes de datos y su alcance probatorio. 
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¿Qué conoce Ud. Sobre el documento electrónico? 
En el proceso civil un documento electrónico es un documento generado, 
transmitido y recibido a través de medios electrónicos por ejemplo a través de 
plataformas de internet. 
¿Considera válido en el derecho procesal aportarse un documento 
electrónico como un medio probatorio?. 
Sí, precisamente el Código General del proceso en el artículo 247 establece que 
la  elaboración de mensajes de datos es una prueba y refieren que serán 
valorados estos mensajes cuando hayan sido aportados en el mismo formato en 
que fueron generados enviados o recibidos o en algún otro formato que lo 
reproduzca con exactitud. 
Entonces, definitivamente las nuevas tecnologías deben ser apreciadas e  
incorporadas al proceso judicial, ya que actualmente la administración judicial 
persigue avanzar en este tema procurando la correcta utilización de los mensajes 
de datos para lograr con mayor prontitud la obtención de elementos de prueba y 
resolver así de manera efectiva las controversia o las solicitudes de las partes.  
¿Existe algún impedimento jurídico o procesal para que un documento 
electrónico pueda ser considerado como un objeto de prueba? 
La ley exige cumplir los mismos parámetros del documento que se plasma en el 
formato escrito o impreso en papel, es decir que en el caso de la firma digital es 
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importante tener claridad acerca de su autenticidad y contenido corresponde al 
documento originalmente emitido. 
Finalmente, desde el ámbito profesional y académico. ¿Cuál es su aporte 
jurídico al tema?.  
Considero que se debe avanzar en el sentido de romper los esquemas 
tradicionales que se siguen, y se debe considerar que el documento ya no es 
exclusivamente una información plasmada en un papel, ya que se debe ampliar 
una visión precisamente sobre la valoración de los documentos y su utilización, 
con los futuros mensajes de datos dado que la utilización de los medios de prueba 
electrónicos facilitan el acceso al conocimiento y a los contenidos precisos que 
tienen estos medios de prueba, para que en un futuro el proceso judicial sea 
mucho más ágil y expedito. 
 
Aplicación del Método Delphi 
El método Delphi corresponde a una herramienta de recolección de información que 
ha sido propuesta por A. Kaplan (1948) en donde se establecía a través de la 
participación de expertos sobre un tema en específico; la habilidad para poder 
pronosticar la necesidad de desarrollar un tema a futuro.  
La aplicación se realiza a través de la estructuración de un proceso grupal de 




(1)Identificación e idoneidad  de los participantes. 
(2) Feedback1 controlado. 
(3)Obtención de una respuesta grupal.  
Etapas del proceso metodológico aplicado por medio de la técnica Delphi. 
 
                                                          
1 Proceso de identificación y recolección de la información proveniente de las entrevistas realizadas 
a los grupos objeto de análisis.  
Estudio inicial 
del fenomeno
•Determinar el alcance probatorio del documento 
electrónico como medio y objeto de prueba en el 




•Diseño y aplicacion de seis entrevistas estructuradas 
a expertos sobre el tema (Academicos, abogados 




•Los expertos entrevistados consideran de manera 
unanime la vàlidez del documento electronico como 




Criterios para la finalización del proceso iterado en el el método Delphi 
 
Análisis del caso en concreto 
Respecto al elemento definitorio de la información recolectada por medio de las 
entrevistas realizadas derivado de la solicitud de respuesta del cuestionario 
previamente establecido se han identificado los puntos de similitud en las 
respuestas2 obtenidas por cada uno de los entrevistados en donde se identificó una 
llamada “variable de equivalencia” correspondiente a un criterio de unanimidad 
estable, teniendo en cuenta una “Estabilidad en el coeficiente de variación”. 
Es así, como se ha permitido en el mismo sentido identificar similitud en las 
respuestas obtenidas por cada uno de los profesionales que integran los grupos 
focales y la perspectiva que cada uno de ellos exterioriza en relación con la validez 
                                                          
2 Se hizo especial énfasis en las respuestas obtenidas en las preguntas IV y V.  
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del documento electrónico como medio probatorio en el Derecho Procesal Civil en 
Colombia, los cuales se especifican con mayor exactitud en el siguiente cuadro:  
Académicos Litigantes Funcionarios judiciales 
Los académicos destacan 
la importancia de 
contextualizar los avances 
tecnológicos con el 
Derecho Procesal; y 
actualizar el sistema 
normativo a las 
necesidades de 
reglamentar con exactitud 
los lineamientos básicos a 
tener en cuenta por las 




Los abogados litigantes 
entrevistados 
consideran valida la 
incorporación de los 
documentos 
electrónicos como 
medio y objeto 
probatorio, no obstante, 
consideran que debe 
existir una pedagogía 
jurídica en relación con 
los requisitos que se 
deben cumplir para ser 
aceptados por los 
funcionarios judiciales. 
Los funcionarios 
judiciales aceptan la 
validez e importancia de 
los documentos 
electrónicos como medio 
y objeto probatorio; no 
obstante, consideran se 
deben ser muy rigurosos 
y cuidadosos en su 
estudio; por lo que 
acudirían a un perito 
para su correspondiente 
análisis  de autenticidad. 
Fuente: Los autores 
En este sentido, una vez identificados los puntos característicos de cada grupo focal 
se ha instituido una variable característica en todos los profesionales del derecho 
entrevistados; la cual corresponde al reconocimiento de la importancia y validez 
otorgada al documento electrónico como medio y objeto probatorio en el Derecho 
Procesal Civil en Colombia, denotando así las advertencias que cada uno de ellos 
expone a partir del escenario juridico en el que se encuentran.  
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De igual manera, respecto a las perspectivas que se han buscado identificar se ha 
dado cumplimiento a los objetivos planteados teniendo en cuenta los criterios de 
admisibilidad representados por medio de la opinión de expertos en el área 
académica, laboral y judicial. 
Por consiguiente, por medio del presente análisis dogmático, jurídico y experimental 
se ha buscado crear o incentivar los paradigmas que rodean el caso y generar una 
conciencia social que permita la aceptación y los beneficios derivados de la correcta 



















Las Ciencias Sociales son dinámicas y se encuentran en una constante variación 
derivada de los procesos de actualización y adecuación que idealizan los seres 
humanos con la finalidad de crear mecanismos y herramientas que le permitan vivir 
con mayor comodidad e incentivar una comunicación ágil y eficaz con las demás 
personas.  
En este sentido, es de suma importancia destacar a manera de ejemplo la 
implementación de la factura electrónica en el ordenamiento jurídico colombiano; la 
cual se ha constituido como una prueba válida en el ejercicio del derecho procesal 
en el ámbito del Derecho Comercial, la cual ha sido definida en el Decreto 2242 de 
2015 compilado por el Decreto 1625 de 2016 como: “El documento que soporta 
transacciones de venta de bienes y/o servicios, que para efectos fiscales debe ser 
expedida, entregada, aceptada y conservada por y en medios y formatos 
electrónicos, a través de un proceso de facturación que utilice procedimientos y 
tecnología de información, en forma directa o a través de terceros, que garantice su 
autenticidad e integridad desde su expedición y durante todo el tiempo de su 
conservación” (Decreto 2245, 2015, art 2) 
En este orden de ideas, por medio del primer capítulo del desarrollo del presente 
trabajo de grado se identificaron los parámetros jurídicos básicos del derecho 
probatorio y sobre los medios de prueba que han sido previamente reconocidos en 
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la Ley 1564 de 2012, en donde en la clasificación de la “prueba documental” se 
distingue la incorporación del “documento electrónico”. 
En el segundo capítulo del trabajo de grado se identificaron los parámetros 
dogmáticos y jurídicos del documento electrónico en Colombia, en donde por medio 
del análisis de los requisitos y principios del documento electrónico se ha de resaltar 
la “equivalencia” que se ha buscado sea reconocido a un documento electrónico 
respecto a un documento contenido en un medio “físico” 
Finalmente, por medio del tercer capítulo se identificaron las posiciones jurídicas de 
los profesionales del derecho en relación a la perspectiva que tienen sobre la validez 
del documento electrónico en la etapa probatoria del derecho procesal civil en 
Colombia; en donde se identificó un grado de aceptación con algunas 
observaciones y prevenciones al respecto, dada la desconfianza que aún se genera 
para algunos de los profesionales del derecho entrevistados. 
En este orden de ideas, en relación con el problema jurídico planteado es posible 
determinar que en concordancia con la normatividad de tipo adjetivo se ha 
identificado un avance y paulatino reconocimiento otorgado a los documentos 
electrónicos en el escenario probatorio del derecho procesal civil en Colombia.   
Así, por medio del presente proceso de investigación se han identificado los 
siguientes parámetros dogmáticos y jurídicos. 
I. Por medio de antecedentes legislativos, se ha dado un reconocimiento 
paulatino a la información recolectada por medios electrónicos. 
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II. En la actualidad, el documento electrónico ha sido reconocido como un medio 
probatorio en la clasificación establecida en el artículo 165 del Código 
General del Proceso. 
III. Por medio de la Ley 527 de 1999 se han establecido unas características 
propias que se han de cumplir con la finalidad de lograr que la información 
recopilada sea considerada un “documento electrónico” y en consecuencia 
sea valorada como un medio probatorio valido en los procesos civiles en 
Colombia. 
IV. La Corte Suprema de Justicia por medio de la Sala de Casación Civil se ha 
manifestado al respecto y le ha atribuido a los documentos electrónicos un 
elemento de equivalencia con los documentos presentados de manera física. 
V. La rama judicial debe capacitar a sus funcionarios y empleados en el análisis  
y valoración de la información recolectada por medios electrónicos. 
VI. Se deben dotar los despachos de herramientas físicas por medio de los 
cuales los funcionarios puedan desarrollar sus funciones de manera óptima 
y eficaz por medio de la utilización de los beneficios de los medios 
tecnológicos. 
VII. Finalmente, se debe crear una conciencia social a la ciudadanía en la 
correcta utilización de los avances en la Ciencia y  la Tecnología con el fin de 
poder obtener el mayor provecho en su utilización y procurar así agilizar 
todos los procesos de la cotidianidad, incluyendo la efectividad en el acceso 
a la administración de justicia.  
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Por lo que se ha de analizar el diseño que debe corresponder a las ciencias 
jurídicas el cual debe armonizarse a plenitud con los avances tecnológicos, 
debido a que muchas personas le proporcionan un manejo inadecuado con la 
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